
SEÑORES 
MAGISTRADOS DEL TRIBUNAL CONTENCIOSO ADMINISTRATIVO DE MEDELLIN - 
SALA ADMINISTRATIVA (REPARTO) 
E.            S.             D. 
 
ASUNTO:  ACCIÓN DE TUTELA 
ACCIONANTE:  FRANCISCO LUIS MEDINA ARANGO 
ACCIONADO:  CONSEJO SUPERIOR DE LA JUDICATURA (RAMA JUDICIAL 

DE ANTIOQUIA)  
 
FRANCISCO LUIS MEDINA ARANGO, varón mayor de edad, con domicilio en 
la calle 50C # 92-91 Medellín, identificado con C.C. 1.525.630, actuando en 
mi propio nombre, con todo respeto manifiesto a usted que en ejercicio del 
mecanismo de la Acción de tutela consagrado en el artículo 86 de la 
Constitución Política y reglamentado por el Decreto 2591 de 1991, por medio 
de este escrito, formulo acción de tutela en contra del CONSEJO SUPERIOR 
DE LA JUDICATURA (RAMA JUDICIAL DE ANTIOQUIA) con la finalidad de que 
se revoque dentro de un plazo prudencial perentorio, en amparo a los 
derechos fundamentales al debido proceso,  defensa técnica, propiedad 
privada, dignidad humana, vivienda digna, y demás derechos 
fundamentales conexos que se me vienen vulnerando dentro del proceso 
de cobro coactivo por parte de la entidad accionada, igualmente se tiene 
que la acción constitucional planteada al ser de carácter urgente como 
mecanismo irremediable se busca no lesionar los derechos de los 
postulantes en el remate procesal realizado en el desarrollo del proceso de 
cobro de las obligaciones en el expediente número 2017-0400 que 
argumentaré con base en los siguientes: 
  

HECHOS 
  

PRIMERO: Mediante sentencia No. 065 del 29 de septiembre de 2015 fui 
condenado por el juzgado 26 penal con función de conocimiento de 
Medellín dentro del radicado 05001 60 00206 2015 32844 00 Y NI: 
2015150536, por la participación del delito de Ejercicio ilícito de actividad 
monopolística de arbitrio rentístico, regulado por el Art. 312 del código 
penal. 

SEGUNDO: Consecuencialmente, el mismo juzgado impuso una multa 
accesoria equivalente a 250 s.m.l.m.v., y la inhabilitación para el ejercicio 
de derechos y funciones públicas. 

TERCERO: dicho proceso fue puesto a disposición del Juzgado Octavo De 
Ejecución De Penas Y Medidas De Seguridad De Antioquia bajo radicado 
20015E8-07165, cuya pena en la actualidad se encuentran extinguidas por 
cumplimiento de la misma. 

CUARTO: El CONSEJO SUPERIOR DE LA JUDICATURA (RAMA JUDICIAL DE 
ANTIOQUIA) a través de la dependencia de cobro coactivo, le dio 
apertura al proceso ejecución bajo radicado Nro. 2017-0400 en mi contra 
procediendo a solicitar medida cautelar sobre el inmueble identificado 
con matrícula 01N-4131, con el fin de hacer efectivo el pago de la 
obligación contenida en la sentencia. 

QUINTO: posteriormente, El CONSEJO SUPERIOR DE LA JUDICATURA (RAMA 
JUDICIAL DE ANTIOQUIA) a través de la oficina jurídica libró mandamiento 
de pago a través de la resolución No. 254 del 1 de marzo de 2018, por valor 



de CIENTO SESENTA Y UN MILLONES OCHENTA Y SIETE MIL QUINIENTOS PESOS 
M/CTE, ($ 161,087,500.00) equivalentes a los 250 s.m.l.m.v., impuestos en la 
sentencia ya referida anteriormente, siendo notificada personalmente el 16 
de marzo en la dirección carrera 52 No. 12  73, haciéndose positiva la 
entrega de dicha resolución tal y como consta en la guía de entrega 
efectiva emitida por la empresa de mensajería 472. 
SEXTO: La Resolución antes mencionada tuvo como plazo máximo para el 
pago el 18 de noviembre de 2015, quedando ejecutoriada dicha resolución 
desde esta fecha. 
SÉPTIMO: Con fecha 26 de julio de 2019 a través de apoderado judicial, se 
presentó un memorial a favor del señor CARLOS ARTURO MEJIA MARQUEZ, 
quien adquirió la propiedad de buena fe por compraventa de derechos 
herenciales que hiciera a los herederos de la señora MARIA LIBIA ARANGO 
DE MEDINA, quien en vida se identificaba con cedula 39.165.712, quien 
había adquirido el inmueble objeto de embargo a través de la escritura 
pública Nro. 4565 del 26 de agosto del 2015, pero que no alcanzó a darle la 
publicidad necesaria para efectos de titularidad debido a su fallecimiento 
repentino, actos que tuvieron ocurrencia antes de mi detención y posterior 
condena en el proceso de ejercicio ilícito de actividad monopolística de 
arbitrio rentístico y en concurso de corrupción de alimentos.   
OCTAVO: Posterior al hecho anterior, con fecha 3 de diciembre de 2019, y 
viendo que se estaban afectando los derechos sobre la propiedad del señor 
CARLOS ARTURO MEJIA MARQUEZ identificado con cedula 71.680.771 de 
Medellín, procedí a solicitar mediante documento un acuerdo de pago 
para finiquitar el proceso y poder liberarle la propiedad al señor, teniendo 
mi petición, la entidad hoy accionada como notificación por conducta 
concluyente, olvidando que ya había sido notificada personalmente el día 
16 de marzo del 2018, procediendo la misma a revivir términos que ya se 
encontraban más que prescritos, y peor aún no procedieron a darle trámite 
a la misma, sin realizar una suscripción o emitir una resolución para el 
acuerdo solicitado, dejando en el aire las cuotas a pagar, el valor y los 
intereses, omitiendo la rigurosidad del Estatuto Tributario en su Art. 814 
debiendo emitir una Resolución motivada. 
NOVENO: para el año 2023, mediante apoderado judicial se realizó una 
petición de prescripción de la obligación, debido a que la jurisdicción 
coactiva por más de 5 años no realizó ningún acto tendiente a la obtención 
del pago forzosamente, permitiendo el efecto del fenómeno de la 
prescripción, pero muy descaradamente toman una fecha posterior 
manifestando que por conducta concluyente se reviven los términos del 
proceso adelantado, perjudicando mis derechos al debido proceso, la 
defensa técnica y demás que solicito se me amparen mediante esta acción 
constitucional, olvidando que la mera solicitud de un acuerdo de pago no 
indica la rigurosidad con la que se debe ajustar el mismo, pues la entidad 
en un orden jurídico debió emitir esa facilidad con las condiciones que 
ameritaban el pago de la sanción, por lo que se violentó de manera 
evidente el debido proceso, se le dio cabida al fenómeno prescriptivo y más 
aún al decaimiento del acto administrativo. 
DÉCIMO: Conforme a lo anterior, en el mes de enero de 2025 se procede 
nuevamente a solicitar la prescripción de la obligación por encontrarse 
superado el tiempo, procediendo el área jurídica de manera arbitraria y 
acelerada a notificar primeramente para el13 de febrero la resolución que 
ordena seguir adelante con la ejecución, la resolución que decreta el 
avalúo del bien embargado y secuestrado evidenciando así el mal 



proceder, al notar la petición radicada y al observar la entidad que 
posiblemente estaba la obligación a punto de perder la ejecutoriedad el 
área jurídica en menos de un día procede a la notificación de todos los 
actos concernientes a la ejecución, dejando de lado la respuesta a la 
petición que fue notificada para el día 14 de febrero del mismo calendado, 
y a partir de ahí iniciaron los trámites correspondientes para el 
procedimiento de cobro hasta llegar a la diligencia de remate del bien que 
fue practicado mediante audiencia del 17 de marzo y el cual se remató a 
favor del Señor ANDRÉS FELIPE MARÍN CÁRDENAS, identificado con cédula 
de ciudadanía No. 1.037.642.188; por la suma de SETENTA Y CINCO MILLONES 
CUATROCIENTOS OCHENTA MIL PESOS M/CTE. ($ 75.480.000,00), Resolución 
que fue notificada a través de correo electrónico el 19 de marzo del año en 
curso.   
DÉCIMO PRIMERO: conforme a los anteriores hechos, esta acción de tutela 
se le debe dar el carácter de urgente, toda vez que con la omisión del 
proceso ejecutivo de cobro coactivo realizado por CONSEJO SUPERIOR DE 
LA JUDICATURA (RAMA JUDICIAL DE ANTIOQUIA) se vulneran los derechos 
fundamentales reclamados a esta corporación causando graves perjuicios 
a los interesados, razones por las cuales están llamadas a prosperar las 
solicitudes de prescripción del cobro, y que como se ha sostenido a lo largo 
de estas líneas por omisión de los funcionarios públicos en la interpretación 
sistemática del proceso no declararon mediante resolución judicial la 
prescripción de esta acción y con posterioridad de manera eficaz  se 
venga a continuar con el desarrollo del trámite procesal un remate que es 
extemporáneo, irregular, viciado de nulidad, desproporción procesal que 
afecta el debido proceso, la defensa técnica así como el patrimonio,  razón 
por la cual se plantea este debate judicial que debe ser examinado a la luz 
de la justicia tornando el equilibrio de la balanza, advirtiendo y dejando 
como evidencia Honorables Magistrados que en el desarrollo procesal que 
se ataca, la entidad accionada tenía que ejecutar los actos administrativos 
correspondientes a la ejecución y dentro de los términos planteados por el 
Estatuto Tributario en su artículo 817, transcurriendo más de 5 años continuos 
para que se declare la prescripción de la acción de cobro, ya que se 
comenzó a correr a partir de la notificación del mandamiento de pago, 
además de ello, no se puede malinterpretar que para el 3 de diciembre del 
año 2019 fecha en la que acudí mediante memorial a la autoridad de la 
rama judicial para proponer un presunto acuerdo de pago, jamás la 
administración realizó un pronunciamiento a través de acto administrativo 
para que se instaurara un arreglo directo referido al pago, ni en ese efecto 
se produjo notificación alguna, entonces debido a esa errónea 
interpretación de los artículos 817, 818, 829 numeral 4º del estatuto tributario 
y el articulo 148 del  C.P.A.C.A, no puedo soportar la carga procesal de 
haber rematado mi patrimonio sin respetar el debido proceso, considerando 
que los términos estaban vivos para darle continuidad al cobro. 
  
De lo anteriormente expuesto solicito a los señores magistrados se tutelen los 
derechos violentados fundamentados en los siguientes:  
 
 

FUNDAMENTOS DEL DERECHO VIOLADO 
  
Conforme a los hechos narrados adecuo los mismos dentro del marco 
sustancial al debido proceso teniendo en cuenta la PRESCRICION DE LA 



ACCION DE COBRO DE OBLIGACIONES FISCALES  que es de 5 años y se 
interrumpe, entre otros eventos, por el otorgamiento de facilidades de pago 
(negrilla fuera del texto) / FACILIDADES DE PAGO - Su otorgamiento no 
interrumpe indefinidamente el término de prescripción de la acción de 
cobro ni justifica la inactividad de la administración para hacer efectiva la 
obligación dentro de dicho término / Para el caso de la prescripción de la 
acción de cobro en el Distrito Especial, Industrial y Portuario de Barranquilla, 
los artículos 353 del Acuerdo 030 de 2008 y 388 del Acuerdo 0180 de 2010, se 
remitieron a las previsiones traídas en los artículos 817, 818 y 819 del Estatuto 
Tributario. El artículo 817 del Estatuto Tributario determinó que la acción de 
cobro de las obligaciones fiscales prescribe en un término de cinco (5) años. 
Sin embargo, el artículo 818 ibídem estableció que el término de 

 
mandamiento de pago, por el otorgamiento de facilidades para el pago, 
por la admisión de la solicitud de concordato y por la declaratoria de oficial 
de la liquidación forzosa administrativa. Interrumpida la prescripción en la 
forma aquí prevista, el término empezará a correr de nuevo desde el día 
siguiente a la notificación del mandamiento de pago, desde la terminación 
del concordato o desde la terminación de la liquidación forzosa 

 norma dispone, específicamente, que el 
término de prescripción de la acción de cobro de las obligaciones fiscales 
se interrumpe por el otorgamiento de facilidades para el pago; Sin embargo, 
la ocurrencia del tal situación no puede justificar la inactividad de la 
Administración en el cobro de las obligaciones derivadas de los impuestos 
respectivos, durante el término de cinco años previsto por la ley. En lo que 
respecta a las facilidades de pago, los artículos 346 del Acuerdo 030 de 2008 
y 383 del Acuerdo 0180 de 2010 incorporaron el contenido del artículo 814 
del Estatuto Tributario y, para el caso del incumplimiento de las mismas, se 
remitieron al artículo 814-3 del Estatuto Tributario, según el cual: 

 facilidades. Cuando el beneficiario de una facilidad 
para el pago, dejare de pagar alguna de las cuotas o incumpliere el pago 
de cualquiera otra obligación tributaria surgida con posterioridad a la 
notificación de la misma, el administrador de impuestos o el subdirector de 
cobranzas, según el caso, mediante resolución podrá dejar sin efecto la 
facilidad para el pago, declarando sin vigencia el plazo concedido, 
ordenando hacer efectiva la garantía hasta la concurrencia del saldo de la 
deuda garantizada, la práctica del embargo, secuestro y remate de los 

punto, conviene precisar que si bien la expedición de un acto tendiente a 
dejar sin vigencia el plazo concedido, es potestativa de la Administración, 
lo cierto es que la facultad de ésta para hacer efectivo el pago del saldo 
insoluto de las obligaciones tributarias está limitada en el tiempo y no puede 
ir en contra del objeto mismo de la prescripción, que no es otro que castigar 
la inactividad de la Administración por el transcurso del tiempo previsto para 
la ocurrencia del fenómeno jurídico anotado El debido proceso se aplicará 
a toda clase de actuaciones judiciales y administrativas". 
 
Sentencia T-628-08 Corte Constitucional, articulo 86 de la ley 788 de 2002 el 
término de prescripción se cuenta desde la presentación de la demanda, 
cuando se haga valer la cláusula aceleratoria pactada, La Corte Suprema 
de Justicia señaló que cuando el acreedor hace valer la cláusula 
aceleratoria, el término de prescripción se cuenta desde la presentación de 
la demanda. 



 
Es nula, de pleno derecho, la prueba obtenida con violación del debido 
proceso". 
  
La doctrina define el debido proceso como todo el conjunto de garantías 
que protegen al ciudadano sometido a cualquier proceso, que le aseguren 
a lo largo del mismo una recta y cumplida Administración de Justicia, al igual 
que la libertad, la seguridad jurídica y la fundamentación de las resoluciones 
judiciales proferidas conforme a derecho. 
  
El debido proceso es el que en todo se ajusta al principio de juridicidad 
propio del estado de derecho y excluye, por consiguiente, cualquier acción 
contra legem o praeter legem, como las demás funciones del Estado, la de 
administrar justicia está sujeta al imperio de lo jurídico, sólo puede ser 
ejercida dentro de los términos establecidos con antelación por normas 
generales y abstractas que vinculan positiva y negativamente a los 
servidores públicos. Estos tienen prohibida cualquier acción que no esté 
legalmente prevista y únicamente puede actuar apoyándose en una previa 
atribución de competencia. El derecho al debido proceso es el que tiene 
toda persona a la recta administración de justicia. 
  
Es debido aquel proceso que satisface todos los requerimientos, condiciones 
y exigencias necesarias para garantizar la efectividad del derecho material. 
  
Dentro de los principios fundamentales del debido proceso recogidos 
expresamente en la nueva Constitución se encuentra el de que toda 
persona tiene derecho a promover la actividad Judicial para solicitar la 
protección de sus derechos e intereses legítimos. El artículo 229 de la 
Constitución dispone: 
  
"Se garantiza el derecho de toda persona para acceder a la administración 
de Justicia". 
  
La Constitución impone los principios del debido proceso no solo a las 
actuaciones de la Rama Judicial, sino a todas las realizadas por las 
autoridades para el cumplimiento de los cometidos estatales, la prestación 
de los servicios públicos y la efectividad de los derechos e intereses de los 
administrados. 
  
Este derecho es de aplicación inmediata conforme a lo dispuesto en el 
artículo 85 de la Carta, vincula a todas las autoridades y constituye una 
garantía de legalidad procesal que pretende dentro de sus fines proteger a 
los individuos en su dignidad, personalidad y desarrollo frente a eventuales 
arbitrariedades amparadas en el ejercicio del poder. 
 
La decisión que se impugna no tiene medios judiciales para controvertir lo 
decidido para garantizar el derecho de defensa, por eso resulta viable este 
control constitucional protegiendo transitoriamente aquellos perjuicios 
irremediables pues con esta decisión que no permitieron pudiera enterarme 
afectaron no solo el debido proceso sino también mi patrimonio. 
 
 

 



PETICIÓN 
 
Por medio del presente se requiere a los Honorables Magistrados tutelar los 
derechos fundamentales al debido proceso establecido en el artículo 29 de 
la constitución política de Colombia, artículo 58 de la misma normativa, de 
igual manera se revoque la Resolución mediante la cual se aprobó el 
remate del inmueble identificado con matrícula inmobiliaria No. 01N-4131 
sobre el 33.33% del derecho que tenía sobre el mismo y a favor del señor 
ANDRÉS FELIPE MARÍN CÁRDENAS, identificado con cédula de ciudadanía 
No. 1.037.642.188; por la suma de SETENTA Y CINCO MILLONES 
CUATROCIENTOS OCHENTA MIL PESOS M/CTE. ($ 75.480.000,00), teniendo en 
cuenta la violación del derecho al debido proceso y defensa técnica. 
 

MEDIDA CAUTELAR 
 

Solicito a esta Honorable dependencia, suspender los términos de ejecutoria 
y cualquier acto posterior a la diligencia de remate hasta tanto se resuelva 
esta acción constitucional. 
 

PROCEDENCIA Y LEGITIMIDAD 
  
Esta acción de tutela es procedente de conformidad con lo establecido en 
los artículos 1°, 2°, 5° y 9° del Decreto 2591 de 1991, ya que lo que se pretende 
es que se garanticen mis derechos fundamentales al debido proceso y 
defensa, toda vez que la petición consiste en una orden para que aquél 
respecto de quien se solicita la tutela actúe o se abstenga de hacerlo según 
el inciso 2° art. 86 de la C.P. siendo únicamente aceptables como otros 
medios de defensa judicial, para los fines de exclusión de la acción de 
tutela, aquellos que resulten aptos para hacer efectivo el derecho, es decir, 
que no tienen tal carácter los mecanismos que carezcan de conducencia 
y eficacia jurídica para la real garantía del derecho. 
  
La existencia de otro medio de defensa ha sido reiteradamente explicada 
por la H. Corte Constitucional, en el sentido de que no siempre que se 
presenten varios mecanismos de defensa, la tutela resulta improcedente. Es 
necesario además una ponderación de eficacia de estos a partir de la cual 
se concluya que alguno de los otros medios existentes, es tan eficaz para la 
protección del derecho fundamental como la acción de tutela misma y en 
tal sentido en la sentencia T-526 del 18 de septiembre de 1992, Sala Primera 
de Revisión, manifestó: 
"... Es claro entonces que el otro medio de defensa judicial a que alude el 
artículo 86 debe poseer necesariamente, cuando menos, la misma eficacia 
en materia de protección inmediata de derechos constitucionales 
fundamentales que, por naturaleza, tiene la acción de tutela. De no ser así, 
se estaría haciendo simplemente una burda y mecánica exégesis de la 
norma, en abierta contradicción los principios vigentes en materia de 
efectividad de los derechos y con desconocimiento absoluto del querer 
expreso del constituyente." 
El derecho al debido proceso, garantizado por la Constitución en su art. 29, 
se aplica tanto a las actuaciones judiciales como a las administrativas. 

  
Dicho texto es del siguiente tenor: 
  



judiciales y administrativas. 
  

acto que se le imputa, ante juez o tribunal competente y con 
observancia de la plenitud de las formas propias de cada juicio. 
  

posterior, se aplicará de preferencia a la restrictiva o desfavorable. 
  

ientras no se le haya 
declarado judicialmente culpable. Quien sea sindicado tiene 
derecho a la defensa y a la asistencia de un abogado escogido 
por él, o de oficio, durante la investigación y el juzgamiento; a un 
debido proceso público sin dilaciones injustificadas; a presentar 
pruebas y controvertir las que se alleguen en su contra; a impugnar 
la sentencia condenatoria, y a no ser juzgado dos veces por el 
mismo hecho. 
  

 
  
Dicha garantía, como se desprende del texto antes citado, se 
aplica tanto a las actuaciones administrativas como a las 
judiciales. Con esto la nueva carta puso punto final a la tesis que 
circunscribía su alcance a los procesos judiciales. 

  
Es una preciosa garantía comprensiva de los derechos de 
audiencia y de defensa, ejercidos ante funcionario competente, 
con observancia de la plenitud de las formas establecidas en los 
respectivos estatutos procesales o de procedimiento. 

  
Así, a la persona que accede a un procedimiento administrativo o 
judicial o se le vincula o somete al mismo, deberá dársele 
oportunidad para que exponga sus razones, pida las pruebas 
autorizadas en el ordenamiento que defiendan o respalden los 
hechos pertinentes; deberá permitírsele, en el mismo pie de 
igualdad con las otras partes, la formulación de recursos contra las 
providencias debidamente notificadas, en la forma prevista en la 
ley, etc., etc. En los procesos de única instancia la garantía del 
debido proceso debe ser más celosamente guardada, por cuanto 
la persona afectada no cuenta con una instancia superior 
revisora. 
 
Dentro del caso en concreto, se cumplen con los requisitos 
generales de procedencia de la acción de tutela contra 
providencias judiciales, por lo que es de examinar la vulneración 
de los derechos afectados puesto que hay inexistencia de otro 
mecanismo idóneo, ya que las providencias que se soliciten sean 
revisadas no pueden controvertirse con otro mecanismo. 
 

 
 



JURAMENTO 
 

De conformidad al artículo 37 del decreto 2591 de 1991, bajo la 
gravedad del juramento manifiesto que no he presentado otra tutela 
respecto de los hechos narrados. 

  
PRUEBAS 

 
Me permito solicitar se tenga en cuenta lo siguiente: 
 

Memorial presentado al CONSEJO SUPERIOR DE LA JUDICATURA 
(RAMA JUDICIAL DE ANTIOQUIA) el 26 de julio de 2019, por el señor 
CARLOS ARTURO MEJIA MARQUEZ.  
Copia del fallo del juzgado 27 penal del circuito con función de 
conocimiento. 
Escritura de sucesión No. 1421 del 26 de febrero de 2019 de la notaria 
18 del círculo de Medellín, donde consta que el señor CARLOS ARTURO 
MEJIA adquirió la posesión del bien embargado.  
Escritura de venta entre FRANCISCO LUIS MEDINA y MARIA LIBIA 
ARANGO MEDINA No. 4565 del 26 de agosto de 2015 de la notaría 16 
del círculo de Medellín. 
Resolución DESAJMEGCC25-1430, por medio de la cual se ordena 
seguir adelante la ejecución. 
Constancia de Notificación a respuesta rad. DESAJMEGCC25-1386 
Resolución No. DESAJMEGCC25-2647 por medio de la cual se aprueba 
liquidación del crédito. 
Resolución DESAJMEGCC25-2111 por medio de la cual se fija fecha y 
hora para audiencia de remate. 
Resolución DESAJMEGCC25-1386 por medio de la cual dan respuesta 
petición. 
Resolución No. 254 de 1 de marzo de 2018 por medio de la cual se 
notifica el mandamiento de pago. 
Resolución DESAJMEGCC23-10185 por medio de la cual dan 
respuesta petición con fecha 11 de agosto de 2023. 
Resolución DESAJMEGCC25-3119 por medio de la cual se aprueba el 
remate de un bien inmueble. 

 
ANEXOS 

 
Ténganse como anexos los relacionados en el acápite pruebas, copia para 
el despacho y copia para el respectivo traslado. 
  

NOTIFICACIONES 
  
CONSEJO SUPERIOR DE LA JUDICATURA cobro coactivo en la Carrera 51 No. 
44 - 53 Edificio Bulevar Bolívar piso 6 Medellin, Conmutador - 6042324454 
cobcoamed@cendoj.ramajudicial.gov.co  
 
El suscrito recibirá notificaciones en el domicilio en la calle 50C # 92-91 
Medellín, o a través del correo electrónico alxfajardo29@hotmail.com  
 
 



 
 

















































 




































































































